
A 29 minutos de iniciado el ciclo de
Conversaciones con los candidatos,
organizado por el centro de estudios
Clapes UC en conjunto a Canal 13, Radio
Bío-Bío y “El Mercurio”, Evelyn Matthei,
quien además fue la encargada de abrir
“Propuestas para el 2026-2030”,
estaba concentrada en referirse a la
arista de reactivación económica de su
programa. Allí, exponiendo en el Salón
de Honor de la Casa Central de la Uni-
versidad Católica, la abanderada de
Chile Vamos, enfatizó en que el país
podía volver a crecer, dado que según la
exedil, “si nosotros logramos ordenar el
fisco, no gastar en excesos, encauzar el

tema de los permisos y, además, bajar
los impuestos, Chile va a crecer como no
se imaginan” y que “tenemos una opor-
tunidad impresionante”. 

Al finalizar esa primera parte, tras
una fuerte tanda de aplausos y una
breve sonrisa, siguió camino diciendo
que, para aquello, se “requiere equipos
de excelencia (...) y por lo tanto quiero
señalar que acá...”, continuó tomando en
sus manos lo que parecía una carpeta
detrás del podio y alzándola de vista al
público, “he recibido una gran contribu-
ción de los equipos de Amarillos por
Chile, personas que tienen conocimiento
del Estado”. 

Matthei afirmó que “en nuestro sector
hay mucha gente que tiene conocimiento
del Estado, pero aquí necesitamos salir-
nos de la lógica de los tuyos y los nues-
tros, de políticas de izquierda o de dere-
cha. Aquí hay que hacer políticas que
funcionen, con la gente que sabe como
hacer las cosas. Así que gracias Amari-
llos, gracias a todo nuestro equipo que
ha estado trabajando”, afirmó.

En el público del encuentro, se encon-
traban algunos destacados dirigentes de
Amarillos por Chile. Por un lado, estaba
el exministro René Cortázar, secretario
general de la colectividad; la exembaja-
dora Iris Boeninger, miembro del comité

político (quien en marzo dijo en entre-
vista con Reportajes de “El Mercurio”
que “Matthei podía acercarse mucho al
centro”) y Matías de la Fuente, exjefe de
gabinete del Presidente Lagos. Cortázar,
de hecho, estaba sentado justo al lado
de quien es el generalísimo de Matthei,
Diego Paulsen. 

Fue el 6 de junio pasado, tras meses
de deliberación, que la tienda le prestó
apoyo a la candidata, generando un
quiebre dentro del partido, con las
renuncias de la exministra de Educación
Soledad Alvear y el exdiputado Guten-
berg Martínez. Pocos días después, la
exedil recibió al presidente de la colecti-
vidad, Andrés Jouannet, y al secretario
general, en su mismo comando.

El segundo ciclo del seminario organi-
zado por Clapes UC, Canal 13, Bío-Bío y
“El Mercurio”, se llevará a cabo el mar-
tes 5 de agosto y será protagonizado
por quien se alce como triunfador en las
primarias del oficialismo. 

Cortázar, De la Fuente y Boeninger:
El gesto de Amarillos a Matthei en
cita de Clapes UC
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La discusión sobre las contribuciones llegó
para quedarse. Esta podría ser una de las
conclusiones de la semana recién pasada, en la
que abundaron los reclamos, propuestas y
—sobre todo— preguntas sobre este contro-
vertido impuesto. En algún sentido, nada más
normal. Después de todo, a nadie debería
extrañar que los ciudadanos nos interroguemos
por la pertinencia de los tributos que debemos
pagar. Y, de hecho, la discusión es muy revela-
dora de fenómenos que exceden con mucho la
dimensión estrictamente tributaria. 

Por de pronto, el modo actual de calcular el
monto de las contribuciones está lejos de ser
inocuo a efectos de la configuración urbana. En
efecto, uno de sus efectos es propiciar barrios
que sean lo más homogéneos que sea posible.
Dado que el valor del tributo se establece en
función del avalúo, las personas cuyas casas han
subido de precio —sin que sus ingresos hayan
aumentado en la misma proporción— se ven
obligadas a pagar un monto que puede estar
fuera de sus posibilidades. Para decirlo en
simple, el Estado les dice a los chilenos que viven
en un barrio por encima de su situación econó-
mica: este lugar no les corresponde, salgan de
aquí. Si se quiere, este es el gran problema,
pues el tributo está indexado a una plusvalía
hipotética, pero que no ha tenido lugar.

Así, el fisco trata a todos los propietarios
como si fueran especuladores inmobiliarios:
como si hubieran comprado una casa solo para
ganar plusvalía y no para vivir en ella. Todo
esto resulta extraño, pues la compra de una
primera vivienda es un proyecto de largo plazo
—los créditos hipotecarios pueden ser de
treinta años—, y que en ese período el merca-
do inmobiliario puede tener muchas fluctuacio-

nes que el propietario no controla. La conse-
cuencia lógica es que el Estado alimenta de
este modo la nociva dinámica de la segregación
urbana, que es uno de nuestros grandes pro-
blemas (de hecho, el Estado volverá más tarde
a cobrar nuevos impuestos para financiar
programas… de integración urbana). Desde
luego, no se trata de negar la pertinencia de un
impuesto territorial. La ciudad tiene costos que
deben ser financiados por sus habitantes (y
quienes más tienen, más deben pagar). Sin
embargo, las contribuciones se están transfor-
mando en un tributo que no guarda relación
con los costos de la ciudad, sino con el com-
portamiento del mercado inmobiliario. 

Como si todo esto fuera poco, al indexar el
valor de las contribuciones al avalúo, estas se
convierten en un impuesto al patrimonio (sa-
biendo que esos recursos ya pagaron impues-
tos). Esto podría tener sentido para quienes
poseen varias propiedades —y viven de rentas
inmobiliarias—, pero resulta cuando menos
absurdo en el caso de la primera vivienda, pues
equivale a tener que pagarle un arriendo al
Estado por el solo hecho de tener una casa en la
que vivir. Así, se genera un natural sentimiento

de injusticia en quienes tienen que vender una
casa comprada con décadas de esfuerzo, por-
que el monto de ese arriendo se vuelve impaga-
ble (y no tiene relación con los ingresos).

Desde luego, en la medida en que el avalúo
fiscal era notoriamente inferior a la tasación
comercial, el problema quedaba (relativamen-
te) oculto. Sin embargo, esa situación parece
estar cambiando. Dada la estrechez fiscal que
vive el país, todo indica que se está echando
mano a todo: no puede quedar limón sin expri-
mir. Con todo, al aumentar progresivamente
los avalúos, el fisco ha hecho un mal negocio,
pues ha hecho visibles las dificultades mencio-
nadas. Al subir las contribuciones siguiendo un
método más que opaco, el Servicio de Impues-
tos Internos (SII) ha forzado la pregunta por la
legitimidad del tributo. Este es, quizás, el punto
más delicado, pues todo impuesto debe ser
percibido como legítimo por quienes lo pagan.
Naturalmente, el contribuyente no puede ser
juez de sí mismo, pero eso no quita que la
percepción social juegue un papel relevante.
Esto se agrava por la sensación de que el
Estado está dejando de cumplir una de sus
funciones básicas (seguridad), y también por

los graves problemas en el manejo de los fon-
dos públicos (¿qué tan seguros estamos de que
nuestros impuestos están siendo bien gasta-
dos?). El pacto social se funda en un frágil
equilibrio entre todos y cada uno de estos
aspectos, y nadie debería estar más preocupa-
do de resguardar ese equilibrio que el propio
SII. De allí que resulte tan llamativa su actitud
errática, como si dicho organismo estuviera
exento de ofrecer las explicaciones del caso. 

Todo lo señalado permite comprender por
qué este tema se está volviendo un eje impor-
tante de la campaña presidencial. Es cierto que
toda campaña simplifica, pero simplifica allí
donde los ciudadanos perciben que hay un
problema o una injusticia. Así, las malas deci-
siones (y peores declaraciones) del SII han
terminado abonando el terreno para quienes
proponen simplemente eliminar el tributo. Esta
es la paradoja: quienes deberían estar espe-
cialmente preocupados de proteger la legitimi-
dad de los impuestos buscaron aumentar
torpemente la recaudación, abriendo así una
pregunta mucho más amplia por su pertinen-
cia. Una vez más, la izquierda ha trabajado
para la derecha. n

Las contribuciones como problema político
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Lautaro Carmona, presidente del Partido
Comunista (empleando ese fraseo de idas y
venidas, que apenas logra eludir el tono can-
tinflesco) ha planteado esta semana la necesi-
dad de que la candidata Jeannette Jara, de
triunfar en las primarias, insista e impulse el
debate acerca de una nueva Constitución.

Se trata de un planteamiento sorprendente,
no solo porque su utilidad para la candidatura
es dudosa (más bien parece contraproducente
y no solo para Jara, sino también para Tohá),
sino porque se lo formula a poco tiempo del
fracaso, ya por dos veces, de esa iniciativa. 

¿Qué puede explicar entonces la porfía de
ese propósito?

Desde luego, no hay que descartar la igno-
rancia o, lo que es lo mismo, la creencia erró-
nea, y en cualquier caso, extraña en un mar-
xista, de atribuir a las reglas jurídicas la capa-
cidad de inducir cambios en la realidad. Se
pensaría, más bien, que para un marxista, o
un lector de Marx, el derecho sigue el cambio
social en vez de guiarlo, algo que no se condi-
ce con este empeño de Carmona de enarbolar
el cambio constitucional como una pretensión
casi distintiva. La confianza en el cambio de
las constituciones, como forma de mejorar la
vida de las sociedades, es casi una supersti-
ción propiamente latinoamericana (la región
es la más pródiga del mundo en elaborar
códigos y constituciones, hasta el extremo que
alguna vez sugirió Carlos Fuentes, de parecer-
se al realismo mágico).

Se agrega a lo anterior que ya ha quedado
bastante demostrado —y ha sido tácitamente

reconocido por el gobierno del Presidente
Gabriel Boric— que el cambio constitucional
no era necesario para impulsar reformas que
hicieran frente a algunas de las patologías de
la modernización (mejoras en las pensiones,
cambios en la jornada laboral, por ejemplo).
Como es obvio que esas reformas no son una
fantasía, y se las llevó adelante con las reglas
de la Constitución de 1980, entonces quedó
demostrado que el cambio de la Constitución
no era fundamental para introducir mejoras.

¿A qué se deberá entonces esta verdadera
pulsión?

La única explicación posible (descontada,
claro, la explicación psicoanalítica que es
donde el concepto de pulsión tiene su lugar
más propio) que sería compatible con la ra-
cionalidad que ha de atribuirse a esa propues-
ta formulada por Lautaro Carmona, es que el
Partido Comunista esté atraído por las prácti-
cas de lo que, en la literatura, se llaman nue-
vos autoritarismos. Los nuevos autoritarismos
se caracterizan, entre otras cosas, claro está,

por emplear el logro de una mayoría para
abreviar o estrechar el debate político u obte-
ner mandatos ciudadanos que eviten la discu-
sión de la racionalidad de las políticas públi-
cas. De esa manera, una nueva Constitución
que, por ejemplo, garantice la negociación por
ramas de actividad, establezca la provisión
estatal obligatoria de ciertos servicios, dis-
ponga la existencia de medios de comunica-
ción estatales o cosas así, evitaría tener que
debatir acerca de la racionalidad de cada una
de esas cosas, puesto que, establecidas en una
regla constitucional, sería cosa de exigirlas
como jurídicamente obligatorias, especial-
mente si todo esto va acompañado de una
práctica judicial (afortunadamente, ya minori-
taria) que piensa que basta contar con un
derecho para, a su luz, resolver todas las
controversias. 

En otras palabras, un cambio constitucional
de la índole del que fue ya promovido y que
fracasó (no hay razón para suponer que sea de
otro tipo el que anhela Lautaro Carmona)

tiene por objeto estrechar el campo de la
deliberación política por la vía más bien breve
de (apoyadas en, por ejemplo, una candidatu-
ra popular) dar por zanjadas, en un solo cer-
tamen mayoritario, cuestiones que la demo-
cracia liberal reclama sean materia de una
deliberación más detenida. 

El problema que todo esto plantea a Caroli-
na Tohá es que ella no está (y de triunfar hoy,
tampoco lo estará en los debates que vienen)
en condiciones de salir al paso a Lautaro
Carmona, y la ciudadanía tampoco en condi-
ciones de suponer que tuviera razones para
hacerlo (por supuesto las tiene, pero esto no es
un problema de lo que se tiene, sino de lo que
la ciudadanía debe suponer), puesto que ella
también apareció impulsando el fallido cambio
constitucional sin formular crítica alguna a los
excesos en que, entonces, se incurrió. Y es que
en política se cumple, más que en ninguna otra
esfera de la vida, eso que Sartre se empeñaba
siempre en subrayar: cada uno se elige a sí
mismo en cada uno de sus actos. n
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Lautaro Carmona sugirió (en línea con la tradición

latinoamericana) que J. Jara debiera promover un cambio

constitucional. La propuesta pareciera destinada a corroer la

candidatura de Jara; pero también, llegado el caso, la de Tohá.

CUENTAN QUE

La candidata exponiendo en el
seminario “Propuestas para Chile
2026-2030”.
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